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Respetada Doctora Ferroni, reciba un cordial saludo por parte de la Función Pública. 
 
En atención a su comunicación, mediante la cual nos solicita conocer si el ámbito de aplicación 
de la política de racionalización de trámites le aplica a su entidad, desde la Dirección de 
Participación, Transparencia y Servicio al Ciudadano, nos permitimos poner a consideración lo 
concerniente al ámbito de aplicación de la política de Racionalización de Trámites: 
 

1. Ámbito de aplicación de la política de Racionalización de Trámites  
 

Primero, es importante recordar lo establecido en el artículo 1º de la Ley 962 de 20051, en 
relación a los principios rectores de la política de racionalización, estandarización y 
automatización de trámites, los cuales buscan evitar exigencias injustificadas a los 
administrados así: 

[…] 

1. Reserva legal de permisos, licencias o requisitos. Para el ejercicio de actividades, derechos o 
cumplimiento de obligaciones, únicamente podrán exigirse las autorizaciones, requisitos o 
permisos que estén previstos taxativamente en la ley o se encuentren autorizados 
expresamente por esta. En tales casos las autoridades públicas no podrán exigir certificaciones, 
conceptos o constancias. 

                                                 
1
 Ley 962 de 2005 “Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos 

administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o 
prestan servicios públicos” 
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Las autoridades públicas no podrán establecer trámites, requisitos o permisos para el ejercicio 
de actividades, derechos o cumplimiento de obligaciones, salvo que se encuentren 
expresamente autorizados por la ley; ni tampoco podrán solicitar la presentación de documentos 
de competencia de otras autoridades.  

2.  Procedimiento para establecer los trámites autorizados por la ley. Las autoridades públicas 
habilitadas legalmente para establecer un trámite, previa su adopción, deberán someterlo a 
consideración del Departamento Administrativo de la Función Pública adjuntando la 
manifestación del impacto regulatorio, con la cual se acreditará su justificación, eficacia, 
eficiencia y los costos de implementación para los obligados a cumplirlo; así mismo deberá 
acreditar la existencia de recursos presupuestales y administrativos necesarios para su 
aplicación. En caso de encontrarlo razonable y adecuado con la política de simplificación, 
racionalización y estandarización de trámites, el Departamento Administrativo de la Función 
Pública autorizará su adopción. 

[…] 

3. Información y publicidad. Sin perjuicio de las exigencias generales de publicidad de los actos 
administrativos, todo requisito, para que sea exigible al administrado, deberá encontrarse 
inscrito en el Sistema Único de Información de Trámites, SUIT, cuyo funcionamiento coordinará 
el Departamento Administrativo de la Función Pública; entidad que verificará para efectos de la 
inscripción que cuente con el respectivo soporte legal. 

Toda entidad y organismo de la Administración Pública tiene la obligación de informar sobre los 
requisitos que se exijan ante la misma, sin que para su suministro pueda exigirle la presencia 
física al administrado. Igualmente deberá informar la norma legal que lo sustenta, así como la 
fecha de su publicación oficial y su inscripción en el Sistema Único de Información de Trámites, 

SUIT. (Cursiva y subrayado fuera de texto) 

Frente al ámbito de aplicación de la política de Racionalización de Trámites, el 
artículo 2° de la Ley 962 de 2005 y 2° del Decreto Ley 019 de 20122 disponen 
que: 

Ley 962 de 2005 

ARTÍCULO 2°. AMBITO DE APLICACIÓN. Esta ley se aplicará a los trámites y procedimientos 
administrativos de la Administración Pública, de las empresas de servicios públicos domiciliarios 
de cualquier orden y naturaleza, y de los particulares que desempeñen función administrativa. 
Se exceptúan el procedimiento disciplinario y fiscal que adelantan la Procuraduría y Contraloría 
respectivamente. 

Para efectos de esta ley, se entiende por "Administración Pública", la definición contenida en el 

artículo 39 de la Ley 489 de 1998.” (Cursiva y subrayado fuera de texto) 

Decreto Ley 019 de 2012 

                                                 
2
 Decreto Ley 019 de 2012 “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y 

trámites innecesarios existentes en la Administración Pública” 



 

 

 
Carrera 6 No. 12-62, Bogotá, D.C., Colombia ● Teléfono: 7395656 ● Fax: 7395657 ● Línea gratuita 018000 917 770 
Código Postal: 111711. www.funcionpublica.gov.co ●  eva@funcionpublica.gov.co 

3 
 

 

ARTÍCULO 2. AMBITO DE APLICACIÓN. El presente decreto se aplicará a todos los organismos y 
entidades de la Administración Pública que ejerzan funciones de carácter administrativo, en los términos del 

artículo 39 de la Ley 489 de 1998 y a los particulares cuando cumplan funciones administrativas. (Cursiva y 
subrayado fuera de texto) 

 
Dado lo anterior, es necesario establecer la forma en que está integrada la administración 
pública, lo cual se consagra en el artículo 39 de la Ley 489 de 19983: 
 

ARTICULO 39. INTEGRACION DE LA ADMINISTRACION PÚBLICA. La Administración Pública se integra 
por los organismos que conforman la Rama Ejecutiva del Poder Público y por todos los demás organismos y 
entidades de naturaleza pública que de manera permanente tienen a su cargo el ejercicio de las actividades 
y funciones administrativas o la prestación de servicios públicos del Estado colombiano. 
 
La Presidencia de la República, los ministerios y los departamentos administrativos, en lo nacional, son los 
organismos principales de la Administración. 
 
Así mismo, los ministerios, los departamentos administrativos y las superintendencias constituyen el Sector 
Central de la Administración Pública Nacional. Los organismos y entidades adscritos o vinculados a un 
Ministerio o un Departamento Administrativo que gocen de personería jurídica, autonomía administrativa y 
patrimonio propio o capital independiente conforman el Sector Descentralizado de la Administración Pública 
Nacional y cumplen sus funciones en los términos que señale la ley. 
 
Las gobernaciones, las alcaldías, las secretarías de despacho y los departamentos administrativos son los 
organismos principales de la Administración en el correspondiente nivel territorial. Los demás les están 
adscritos o vinculados, cumplen sus funciones bajo su orientación, coordinación y control en los términos 
que señalen la ley, las ordenanzas o los acuerdos, según el caso. 
 
Las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales son corporaciones administrativas 

de elección popular que cumplen las funciones que les señalan la Constitución Política y la ley. (Cursiva y 
subrayado fuera de texto) 

 
Así las cosas, podemos concluir que, según el artículo 39 de la Ley 489 de 1998, por Función 
Administrativa4 se entiende el conjunto de tareas desempeñadas por las autoridades públicas, y 
por algunos particulares autorizados por el Estado, que deben propender principalmente por 
proporcionar servicios y satisfacer las necesidades de toda la población, para lograr el 
desarrollo físico, intelectual y moral de todos los colombianos; e impulsar y propiciar por el 
progreso y el crecimiento económico, social, cultural, educativo y de salubridad.  
 
Adicionalmente, el artículo 4º de la Ley 489 de 1998 establece como finalidad de la Función 
Administrativa:  
 

ARTICULO 4o. FINALIDADES DE LA FUNCION ADMINISTRATIVA. La función administrativa del Estado 
busca la satisfacción de las necesidades generales de todos los habitantes, de conformidad con los 
principios, finalidades y cometidos consagrados en la Constitución Política. 
 

                                                 
3
 Ley 489 de 1998 “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites 

innecesarios existentes en la Administración Pública” 
4
 Tomado de “Conceptos básicos. Guía de usuarios. Sistema Único de Información de Trámites.” Departamento 

Administrativo de la Función Pública. Abril de 2015. Página 5. 
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Los organismos, entidades y personas encargadas, de manera permanente o transitoria, del ejercicio de 

funciones administrativas deben ejercerlas consultando el interés general. (Cursiva y subrayado fuera de 
texto) 

 
2. Definición trámite y Otro Procedimiento Administrativo-OPA 

 
Según el artículo 3° de la Resolución 1099 de 20175 expedida por este Departamento 
Administrativo, un trámite y Otro Procedimiento Administrativo se definen de la siguiente 
manera: 
 

Trámite: Conjunto de requisitos, pasos, o acciones reguladas por el Estado, dentro de un proceso 
misional, que deben efectuar los ciudadanos, usuarios o grupos de interés ante una entidad u 
organismo de la administración pública o particular que ejerce funciones administrativas, para acceder 
a un derecho, ejercer una actividad o cumplir con una obligación, prevista o autorizada por la ley. 
 
Otro procedimiento administrativo -OPA: Conjunto de requisitos, pasos o acciones dentro de un 
proceso misional, que determina una entidad u organismo de la administración pública o particular que 
ejerce funciones administrativas para permitir el acceso de los ciudadanos, usuarios o grupos de 
interés a los beneficios derivados de programas o estrategias cuya creación, adopción e 
implementación es potestativa de la entidad. (Cursiva y subrayado fuera de texto) 

 
Ahora bien, según el contexto anterior y el análisis realizado al Decreto 4172 de 20116 
destacamos el artículo 2° y 4° que definen el objeto y funciones de la Unidad de Proyección 
Normativa y Estudios de Regulación Financiera-URF y que citan lo siguiente: 
 

Artículo 2°. Objeto. La Unidad de Proyección Normativa y Estudios de Regulación Financiera 
(URF), tendrá por objeto, dentro del marco de política fijado por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y sin perjuicio de las atribuciones de la Junta Directiva del Banco de la República, 
la preparación de la normativa para el ejercicio de la facultad de reglamentación en materia 
cambiaria, monetaria y crediticia y de las competencias de regulación e intervención en las 
actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquiera otra relacionada con el manejo, 
aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público, para su posterior expedición 
por el Gobierno nacional. (Cursiva y subrayado fuera de texto) 
 
Artículo 4°. Funciones. La Unidad de Proyección Normativa y Estudios de Regulación Financiera 
(URF), tendrá las siguientes funciones:  
   
1. Adelantar los estudios económicos, jurídicos y los demás relacionados con las actividades a 

reglamentar, regular y/o intervenir en el cumplimiento de su objeto, de acuerdo a los 
estándares que se fijen para el efecto.  

2. Preparar los proyectos normativos necesarios para el ejercicio, por parte del Gobierno 
nacional, de las facultades de reglamentación, regulación e intervención en el cumplimiento 
de su objeto.  

                                                 
5
 Resolución 1099 de 2017 “Por la cual se establecen los procedimientos para autorización de trámites y el 

seguimiento a la política de racionalización de trámites.” 
6
 Decreto 4172 de 2011” Por el cual se crea la Unidad de Proyección Normativa y Estudios de Regulación Financiera-

URF y se determina sus objetivos y estructura. 
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3. Emitir conceptos sobre los proyectos normativos de otras entidades, que se sometan a su 
consideración.  

4. Brindar apoyo técnico en la elaboración de los proyectos de ley de iniciativa gubernamental y 
conceptuar sobre los que se encuentren en trámite, que se relacionen con sus competencias.  

5. Realizar análisis de impacto regulatorio de los proyectos normativos a proponer al Gobierno 
nacional, de conformidad con los estándares que se fijen para el efecto.  

6. Evaluar y monitorear el impacto de las normas expedidas en los temas de su competencia.  
7. Las demás funciones que le sean asignadas. 

 
Según el ámbito de aplicación de la política de racionalización de trámites y la definición de 
trámites y Otros Procedimientos Administrativos-OPAS citada, encontramos que si bien a la 
Unidad de Proyección Normativa y Estudios de Regulación Financiera-URF le aplica la política 
de racionalización de trámites por tratarse de una entidad de la rama ejecutiva del orden 
nacional, de conformidad con la Ley 489 de 1998, su relación directa con el ciudadano no se ve 
reflejada en el objeto social ni en las funciones que desempeña de conformidad con la definición 
de trámite y otro procedimiento administrativo; por tal razón, no le es susceptible tenerla en 
cuenta para el cumplimiento de la política de racionalización de trámites. 
 
Esperamos con lo anterior haber dado respuesta satisfactoria a su inquietud. Desde la Dirección 
de Participación, Transparencia y Servicio al Ciudadano estamos en total disposición para 
apoyarlos en todo lo requerido. Para ello, se ha designado al profesional José Antonio Torres, 
quien le brindará acompañamiento y asistencia técnica a su entidad. Para contactarlo, puede 
comunicarse al teléfono 7395656 Ext. 637 o al correo electrónico 
jtorres@funcionpublica.gov.co. 
 
Finalmente, la invitamos a consultar nuestro Espacio Virtual de Asesoría – EVA, en la dirección 
www.funcionpublica.gov.co/eva/ donde encontrará las normas, jurisprudencia, conceptos, 
videos informativos, publicaciones de la Función Pública, entre otras opciones, las cuales serán 
de gran apoyo en su labor. 
 
Cordialmente, 

 
FERNANDO AUGUSTO SEGURA RESTREPO  
Director de Participación, Transparencia y Servicio al Ciudadano  
 
Proyectó: José Antonio Torres Méndez 
Revisó: Jaime Orlando Delgado/ 
DPTSC/11502 
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